
                                                                                         

 

 

 

 

Real Decreto 840/1015, de 21 de septiembre, por el que se aprueban medidas de control de los 
riesgos inherentes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas. 

Artículo 12. Planes de Emergencia Interior o de Autoprotección 

 
1. En todos los establecimientos sujetos a las disposiciones de este real decreto, el industrial deberá elaborar 

un plan de emergencia interior o autoprotección, en el que se defina la organización y conjunto de medios y 

procedimientos de actuación, con el fin de prevenir los accidentes de cualquier tipo y, en su caso, limitar los 

efectos en el interior del establecimiento.  
 

Su contenido se ajustará a lo especificado en la Directriz básica de protección civil para el control y 

planificación ante el riesgo de accidentes graves en los que intervienen sustancias peligrosas, aprobada por 

Real Decreto 1196/2003, de 19 de septiembre, y a la normativa en vigor en materia de autoprotección. Se 

elaborarán previa consulta con el personal del establecimiento y los trabajadores de empresas 

subcontratadas o subcontratistas a largo plazo; cumpliendo, en todo caso, lo dispuesto en el artículo 18, 

relativo a la información, consulta y participación de los trabajadores, de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 

de Prevención de Riesgos Laborales 

 

2. Los órganos competentes de las comunidades autónomas establecerán la normativa adecuada al objeto de 

que los industriales mantengan actualizados los planes de emergencia interior o de autoprotección, mediante 

su modificación de acuerdo con los cambios que se hubieran producido en los establecimientos y, en todo 

caso, en periodos no superiores a tres años. 
 

 

La revisión tendrá en cuenta los cambios que se hayan producido en los establecimientos correspondientes, 

así como los nuevos conocimientos técnicos y los conocimientos sobre las medidas que deban tomarse en 

caso de accidente grave. 

 

3. En el marco de las obligaciones derivadas de la coordinación de actividades empresariales a las que se 

refiere el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, desarrollado por el Real Decreto 171/2004, de 30 

de enero, en materia de coordinación de actividades empresariales, el empresario titular del establecimiento 

deberá informar del contenido del plan de emergencia interior o de autoprotección a aquellas empresas 

subcontratadas y autónomos que desarrollen su actividad en dicho establecimiento, y todos ellos deberán 

cumplir con el deber de cooperación y con las demás obligaciones establecidas en el citado real decreto. 

 

4. El plan de emergencia interior o de autoprotección será remitido al órgano competente de la comunidad 

autónoma, así como a las autoridades portuarias y capitanías marítimas competentes cuando los 

establecimientos se encuentren ubicados en el dominio público portuario: 

 



 

 

 

a) Para los nuevos establecimientos, antes de que se inicie su explotación o antes de las 

modificaciones que den lugar a un cambio en el inventario de sustancias peligrosas; todo ello en el 

plazo establecido por la comunidad autónoma. 

b) Para los establecimientos existentes, a más tardar en el plazo de un año a contar desde la fecha de 

entrada en vigor de este real decreto, a menos que el plan elaborado en cumplimiento de lo exigido en 

el Real Decreto 1254/1999, de 16 de julio, antes de esa fecha y la información contenida en él, se 

atengan ya a lo dispuesto en este artículo y no hayan cambiado. 

c) Para los demás establecimientos, en el plazo de dos años a partir de la fecha en que este real 

decreto se aplique al establecimiento en cuestión. 

5. Los industriales de los establecimientos de nivel superior proporcionarán, en los términos y plazos 

indicados en el apartado 4, la información necesaria para que la autoridad competente en materia de 

protección civil de la comunidad autónoma correspondiente desarrolle los planes de emergencia exterior. 

 

Artículo 13. Planes de Emergencia Exterior 
 

1. Para los establecimientos de nivel superior, incluidos los regulados por el por el Reglamento de Explosivos, 

y por el Reglamento de artículos pirotécnicos y cartuchería, los órganos competentes en materia de 

protección civil de las comunidades autónomas elaborarán, con la colaboración de los industriales, un plan de 

emergencia exterior para prevenir y, en su caso mitigar, las consecuencias de los posibles accidentes graves 

previamente analizados, clasificados y evaluados, en el que se establezcan las medidas de protección más 

idóneas, los recursos humanos y materiales necesarios y el esquema de coordinación de las autoridades, 

órganos y servicios llamados a intervenir. 

Su contenido y procedimiento de homologación se ajustarán a lo especificado en la Directriz básica de 

protección civil para el control y planificación ante el riesgo de accidentes graves en los que intervienen 

sustancias peligrosas, aprobada por Real Decreto 1196/2003, de 19 de septiembre. 

El plazo para su elaboración y aprobación será de dos años desde la recepción del informe de seguridad y de 

la información a la que hace referencia el artículo 12.5. 

2. Para elaborar o modificar sustancialmente los planes de emergencia exterior, los órganos competentes de 

las comunidades autónomas establecerán mecanismos de consulta para que el público interesado tenga la 

posibilidad de dar su opinión desde una fase temprana. 

 

 



 

 

 

 

3. Los órganos competentes de las comunidades autónomas organizarán un sistema que garantice la revisión 

periódica, la actualización, la prueba y, en su caso, la modificación de todos los planes de emergencia exterior 

a intervalos apropiados que no deberán rebasar los tres años. Se tendrá en cuenta, tanto los cambios que se 

hayan producido en los establecimientos correspondientes como en la organización de los servicios de 

emergencia llamados a intervenir, así como los nuevos conocimientos técnicos y los conocimientos sobre las 

medidas que deban tomarse en caso de accidente grave. 

Este sistema garantizará que todas las Administraciones, organismos y servicios implicados dispongan 

puntualmente de las actualizaciones, pruebas y revisiones efectuadas en los planes de emergencia exterior. 

Asimismo, la autoridad competente de la comunidad autónoma solicitará a la Comisión Nacional de 

Protección Civil una nueva homologación, si así lo considera conveniente, en función de las revisiones 

periódicas, ampliaciones, sustituciones u otras modificaciones que varíen las condiciones en que se realizó la 

homologación inicial. 

4. La autoridad competente de la comunidad autónoma podrá decidir, a la vista de la información contenida 

en el informe de seguridad, que las disposiciones del apartado 1 relativas a la obligación de establecer un 

plan de emergencia exterior no se apliquen; siempre y cuando se demuestre que la repercusión de los 

accidentes previstos en el informe de seguridad no tiene consecuencias en el exterior. Esta decisión 

justificada deberá ser comunicada a la Comisión Nacional de Protección Civil a los efectos previstos en el 

artículo 6. 

5. En relación con aquellos establecimientos que se encuentren ubicados en el dominio público portuario, las 

autoridades portuarias y capitanías marítimas competentes colaborarán con los órganos competentes de las 

comunidades autónomas en la elaboración del plan de emergencia exterior. 

 

 

Más información en: www.proteccionciviltorrelavega.es 
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